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CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN  SEGUNDA

SUBSECCIÓN B

CONSEJERO PONENTE: DR. VÍCTOR HERNANDO ALVARADO ARDILA

Bogotá D. C., veintiséis (26) de julio de dos mil doce (2012).

REF: EXPEDIENTE No. 050012331000200104115 01-

No. INTERNO: 0626-2012-

           ACTOR: CARLOS MARIO HENAO RUIZ Y OTRO-

                         AUTORIDADES MUNICIPALES-

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia del 17 de mayo de 2011, por la cual el Tribunal Administrativo de Antioquia, negó las súplicas de la demanda formulada por Carlos Mario Henao Ruiz y Luis Alberto González Álvarez en contra del Instituto Metropolitano de Valorización de Medellín, INVAL. 

LA DEMANDA

CARLOS MARIO HENAO RUIZ Y LUIS ALBERTO GONZÁLEZ ÁLVAREZ
 en ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, consagrada en el artículo 85 del C.C.A., solicitaron al Tribunal Administrativo de Antioquia, como pretensión principal, la nulidad de los siguientes actos administrativos:

· Resolución G.G. No. 33232 de 23 de julio de 2001, por medio del cual la Gerente General (e) del Instituto Metropolitano de Valorización de Medellín, INVAL, suprimió algunos cargos de la entidad y dictó otras disposiciones. 

· Resolución G.G. No. 33242 de 24 de julio de 2001, suscrita por la misma autoridad administrativa, a través de la cual desvinculó del servicio por supresión del cargo, al señor Carlos Mario Henao Ruiz, quien se desempeñaba en el cargo de Mensajero adscrito a la Dirección de Comunicaciones.

· Resolución G.G. No. 33246 de 24 de julio de 2001, mediante la cual la Gerente General (e) del Instituto Metropolitano de Valorización de Medellín, INVAL, desvinculó del servicio al señor Luis Alberto González Álvarez, quien ostentaba el cargo de Analista adscrito a la Dirección Recurso Humano.

Como pretensión subsidiaria, pretendieron inaplicar los siguientes actos:

· Resolución G.G. No. 33232 de 23 de julio de 2001, por medio del cual la Gerente General (e) del Instituto Metropolitano de Valorización de Medellín, INVAL, suprimió algunos cargos de la entidad y dictó otras disposiciones. 

· Resolución G.G. No. 33242 de 24 de julio de 2001, suscrita por la misma autoridad administrativa, a través de la cual desvinculó del servicio por supresión del cargo, al señor Carlos Mario Henao Ruiz, quien se desempeñaba en el cargo de Mensajero adscrito a la Dirección de Comunicaciones.

· Resolución G.G. No. 33246 de 24 de julio de 2001, mediante la cual la Gerente General (e) del Instituto Metropolitano de Valorización de Medellín, INVAL, desvinculó del servicio al señor Luis Alberto González Álvarez, quien ostentaba el cargo de Analista adscrito a la Dirección Recurso Humano.

Como consecuencia de las anteriores declaraciones, a título de restablecimiento del derecho, solicitaron condenar a la parte accionada a:

· Reintegrarlos al cargo que venían desempeñando para la fecha de la desvinculación o a otro de igual o mejor categoría, declarando que no ha existido interrupción de la relación laboral.

· Pagarles los salarios y prestaciones adeudados, sin deducción alguna, causados entre la fecha del retiro y aquella en que se efectúen los reintegros de forma efectiva.

· Reconocerles las sumas adeudadas en moneda Colombiana y con corrección de acuerdo al IPC, en los términos del artículo 178 del C.C.A.

· Pagar las costas procesales.

Como fundamento de la acción impetrada, expusieron los siguientes hechos: 

El Instituto Metropolitano de Valorización de Medellín, INVAL, fue creado mediante Acuerdo No. 39 de 1981, como establecimiento público del orden Municipal, dotado de personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio independiente.

El señor Carlos Mario Henao Ruiz se vinculó a la entidad demandada el 20 de mayo de 1997 como Mensajero, mientras que el señor Luis Alberto González Álvarez ingresó el 23 de diciembre del mismo año en el cargo de Analista, habiendo sido inscritos en el escalafón de carrera administrativa.

Por medio de la Resolución G.G. No. 33232 de 23 de julio de 2001 se determinó suprimir algunos cargos de la planta de personal. 

Dicha restructuración estuvo fundamentada en un estudio técnico que tuvo como criterio para disponer del retiro, el tener menos de 10 años de servicio, es decir, no se tuvo en cuenta el mérito para quienes continuaban al interior de la entidad, ni mucho menos, la difícil situación económica que la entidad estaba atravesando.

Sobre el particular consideraron, que el estudio técnico elaborado, no cumplió con los requerimientos necesarios para que pueda servir de fundamento a un proceso de restructuración, en otras palabras, no se ajustó técnicamente a las metodologías de diseño organizacional y ocupacional.

Por otra parte, el equipo encargado de llevar a cabo el estudio técnico no contó con el perfil de desarrollo y talento humano, ni con un perfil jurídico, ni con la representación de los empleados.

Indicó que se presentaron las siguientes causales de nulidad:

i) Violación de la constitución y de la ley; ya que la administración incurrió en vulneración de los derechos de carrera que le eran inherentes a la actora; ii) falsa motivación, pues los motivos expresados para suprimir el cargo que venían desempeñando, no corresponden a la realidad, y además, no existió un estudio técnico ajustado a la ley; iii) desviación de poder, por cuanto existieron móviles diferentes que se concretaron en la selección arbitraria y subjetiva de personas que fueron afectadas con la supresión; iv) expedición irregular, porque cuando se ejecutó el acto administrativo, no se habían aprobado las actas que le imprimen validez y no había un estudio técnico que posibilitara su expedición. 

LAS NORMAS VIOLADAS Y SU CONCEPTO DE VIOLACIÓN

De la Constitución Política, el preámbulo y los artículos 1, 2, 29, 25, 51, 53, 55, 125, 209 y 315 numeral 7.

El Código Contencioso Administrativo.

La Ley 74 de 1968.

De la Ley 136 de 1994, el artículo 95.

De la Ley 443 de 1998, los artículos 41 y 42.

La Ley 617 de 2000.

Del Decreto 1572 de 1998, los artículos 148 a 157.

El Decreto 1876 de 1994.

Del Decreto 2504 de 1998, los artículos 7  a 11.

Los actores consideraron que los actos acusados se encuentran viciados de nulidad, por las siguientes razones:

Si se tiene presente que el Estado Colombiano debe garantizar por mandato constitucional el trabajo en condiciones dignas, no se explican por qué, el ente demandado, en lugar de buscar otras alternativas de solución a la problemática, optó por suprimir algunos cargos de carrera administrativa, de hecho, la política de ajuste fiscal no puede constituirse en excusa para el despido masivo de servidores públicos, máxime cuando la Ley no ordena la desvinculación masiva de personas.

Al desconocer el mérito, como fundamento a tener en cuenta para la permanencia en el servicio público y al no existir un criterio razonable para determinar la desvinculación del personal, se violan principios constitucionales en tanto discriminan a los demandantes, pues lo cierto es que la antigüedad no puede ser una causa de retiro.

Otro aspecto relevante, es que los actos cuestionados se hicieron efectivos “antes de producir efectos, ya que no había sido aprobado por los integrantes del Consejo Directivo”, además, se motivó en diversos estudios que “supuestamente se adelantaron desde 1998, pero el gerente al explicar las razones de restructuración señaló que únicamente obedecía al recorte de recursos en el presupuesto, por lo que se presentó una falsa motivación”
Si bien es cierto, la restructuración puede generar algunos ahorros para el Municipio, lo cierto es que son tan poco significativos que no justifica desde ningún punto de vista la supresión de los cargos que venían ejerciendo. En ese sentido, una cosa es la racionalización del gasto, y otra muy distinta, la superación de la crisis económica en la que se encuentra la entidad, gracias al dinero que le adeudaba el Municipio.

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

La entidad accionada ejerció su derecho de contradicción frente a la acción incoada, oponiéndose a las pretensiones de los demandantes, en los siguientes términos (folios 92 a 107):

El Instituto Metropolitano de Valorización de Medellín venía acumulando una crisis económica por diversas razones, entre ellas, “la no ejecución del proyecto carrera 76”, y la no inclusión de obras en el sistema de contribución de valoración, situaciones que conllevaron a realizar una reforma administrativa, pues sus principales ingresos provenían, básicamente, de la transferencia municipal y de la contribución que le hacían como consecuencia de la administración de obras que hubiese ejecutado por el sistema de contribución.

Sobre este último indicó, que al no recibir los dineros como por el proyecto de la carrera 76, se presentó una crisis económica y financiera de gran magnitud que hacía insostenible el pago de la nómina que para ese entonces ascendía a $214.431.268, la cual después de la restructuración disminuyó a $105.541.615.

Por otro lado, cuando la entidad no puede desarrollar su objeto, se quebrantan, de manera automática, los principios de economía, eficacia y eficiencia; fue por ello, que se hizo necesario acudir a la supresión de los cargos. En ese sentido, “no se puede pretender que el ente central (Municipio de Medellín), desvíe sus recursos propios, para sostener en gastos funcionamiento una entidad que en aquel momento y aún hoy no tiene futuro ninguno, por ser improductiva social y económicamente”.
Finalmente adujo que no se existe expedición irregular del acto por las razones que expusieron los demandantes, esto es, “al hacerse efectivo el acto, no se habían aprobado las actas que le imprimen la validez” y porque “no había un estudio técnico que posibilitara su expedición”, por cuanto en el primero de los casos, el Acta de 6 de septiembre de 2001, se constituye como un trámite formal, que en nada aporta al proceso de restructuración; mientras que con el segundo argumento, el estudio técnico existe desde el punto de vista formal y material, que sirvió de medio para que se redujera la planta de cargos.

LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

El Tribunal Administrativo de Antioquia mediante sentencia del 17 de mayo de 2011 negó las súplicas de la demanda formulada por Carlos Mario Henao Ruiz y Otro, en contra del Instituto Metropolitano de Valorización, en los siguientes términos (folios 349 a 357):

Luego de analizar el procedimiento llevado a cabo por el ente demandado que generó la supresión de cargos, entre otros, los desempeñados por los actores, concluyó el A – quo en primer lugar, que éstos se encontraban inscritos en carrera administrativa, y en segundo lugar, que el estudio técnico no adolece de ninguno de los vicios aducidos en la demanda, máxime cuando simplemente está reflejando la inviabilidad económica del Instituto Metropolitano de Valorización.
En efecto, las modificaciones de la planta de personal, estaban inspiradas en razones del servicio, ligadas a la racionalización del gasto público y llevada a cabo teniendo en cuenta la prevalencia del interés general, tal y como lo establece el artículo 3º del Decreto 2504 de 1998.

De otro lado, tampoco observó que existiera falsa motivación respecto del acto que suprimió los cargos de los demandantes, pues lo cierto es que la reforma de la estructura obedeció a las necesidades del servicio, por cuanto se sustentó en la racionalización del gasto público “derivada, luego del análisis de los servicios prestados, del hecho de que deba realizar obras por el sistema de contribución por valorización, operacionalmente no es bueno o no es SOSTENIBLE por las altas pérdidas”.
EL RECURSO DE APELACIÓN

La parte demandante interpuso recurso de apelación en contra del proveído anterior, bajo los siguientes argumentos (folios 360 a 362):

Se aplicó de manera indebida la Ley 617 de 2000, ya que en ninguna parte de esta norma se exige desvincular al personal de las entidades territoriales y sus entidades descentralizadas, y adicionalmente, porque establece una relación entre ingresos corrientes de libre destinación y los gastos de sostenimiento, exigiendo a las entidades territoriales ajustar gradualmente los pactos allí previstos.

En decir, la citada normatividad tiene que ver con el ajuste fiscal que debe realizarse de manera gradual, estableciendo para ello una serie de porcentajes que deben ser aplicados en un lapso de cuatro años contados a partir del año 2001, “lo cual tiene un fundamento constitucional ya que la administración local no sufriría grandes traumatismos permitiendo adoptar las medidas de contingencia que la misma ley ha dispuesto”.

Así mismo consideró que se configura plenamente la falsa motivación, ya que los motivos para desvincular y suprimir el cargo de los demandantes no corresponden a la realidad, puesto que la Ley 617 de 2000 en ningún momento le impone al nominador la obligación de despedir funcionarios.

Concluyó sosteniendo que no existió pronunciamiento alguno respecto de i) la violación cometida en la Ley 448 de 1998; ii) revocatoria de un acto particular y concreto; iii) aplicación indebida de la Ley 617 de 2000; y, iv) falsa motivación.

Como no se observa causal de nulidad que invalide lo actuado, procede la Sala a decidir previas las siguientes,

CONSIDERACIONES 

El problema jurídico por resolver se contrae a determinar la legalidad del retiro, por supresión de cargo, de los señores Carlos Mario Henao Ruiz y Luis Alberto González Álvarez. Para ello deberá establecerse, fundamentalmente, si el proceso de restructuración estuvo precedido de un verdadero estudio técnico, ó si por el contrario, la desvinculación de los actores obedeció a razones distintas a las del mejoramiento del servicio.
Para tales efectos se deberá examinar la legalidad de las Resoluciones G.G. Nos. 33232 de 23 de julio de 2001, 33242 de 24 de julio de 2001 y  33246 de 24 de julio de 2001, todas proferidas por la Gerente General (e) del Instituto Metropolitano de Valorización de Medellín, INVAL.

Con el objeto de resolver el problema expuesto, la Sala encuentra probados los siguientes hechos:

De la vinculación de los actores:

· El señor Carlos Mario Henao Ruiz, fue nombrado por  medio de la Resolución G.G. No. 517197 de 19 de mayo de 1997, en provisionalidad para que desempeñara el cargo de Mensajero en la Sección de Comunicaciones adscrita a la Secretaría General (folio 17). Del citado empleo se posesionó el 20 de mayo de 1997, mediante Acta No. 005 (folio 18).

De acuerdo con la Certificación suscrita por la Secretaría de la Comisión Seccional del Servicio Civil, se encuentra establecido que fue inscrito en carrera administrativa el 1º de octubre de 1998 en el Folio No. 1218 y No. de Orden 30.428 (folio 19).

· El señor Luis Alberto González Álvarez prestó sus servicios al ente demandado como Analista Recurso Humano adscrito a la Dirección de Recurso Humano, entre el 23 de diciembre de 1997 y el 24 de julio de 2001. Así mismo, y de acuerdo con la Certificación expedida por el Director de Recurso Humano, el 27 de agosto de 2001, fue inscrito en el escalafón de carrera administrativa (folio 10, cuaderno 2).

Del proceso de supresión:

· De folios 123 a 168 se encuentra el Estudio Técnico  que sirvió de soporte para la reforma Organizacional del Instituto Metropolitano de Valorización, INVAL. 

· Por medio de la Resolución G.G. No. 33232 de 23 de julio de 2001, la Gerente General (e) del Instituto Metropolitano de Valorización de Medellín, INVAL, suprimió algunos cargos de la entidad, entre ellos, el de Mensajero y Analista, adscritos a la Dirección de Comunicaciones y a la Dirección de Recurso Humano, respectivamente, los cuales venían siendo ocupados por los demandantes. Para el efecto dispuso (folios 5 a 9):

“B. Que en la actualidad, la situación financiera ha imposibilitado cumplir puntualmente con el pago de los salarios, prestaciones y pensiones a cargo del instituto, razón por la que en su contra cursan un sinnúmero de tutelas que buscan la protección de los derechos fundamentales derivados del no pago de los salarios o mesadas pensionales.

C. Que la Contraloría General de Medellín, en el informe de Evaluación del Sistema de Control Interno INVAL, señala que el análisis de la estructura organizacional, que ésta no está diseñada y actualizada a los parámetros de administración pública moderna, lo cual demanda altos costos organizacionales que van en detrimento de la administración y del principio de economía.

(…)

E. Que es potestativo de la H. Junta Directiva del INVAL aprobar la Estructura Orgánica del Instituto, como también la de crear, suprimir, refundir las Dependencias y los cargos que juzgue necesario para el conveniente funcionamiento de la Entidad.

F. Que la H. Junta Directiva, en Sesión del 22 de diciembre de 2000, y Acta del 5 y 12 de febrero de 2001, como también en Sesiones del 14 y 20 de junio de 2001, autorizó al Gerente General para efectuar la restructuración administrativa.

G. Que el Estudio Técnico realizado por funcionarios del Departamento de Organización y Métodos del Municipio de Medellín, se basó en los criterios contenidos en el Artículo 7º del Decreto 2504 de 1998”.

· A través de la Resolución G.G. No. 33242 de 24 de julio de 2001, la misma autoridad administrativa, desvinculó del servicio por supresión del cargo, al señor Carlos Mario Henao Ruiz, quien se desempeñaba en el cargo de Mensajero adscrito a la Dirección de Comunicaciones (folios 2 y 3).

· En virtud de la Resolución G.G. No. 33246 de 24 de julio de 2001, la Gerente General (e) del Instituto Metropolitano de Valorización de Medellín, INVAL, desvinculó del servicio al señor Luis Alberto González Álvarez, quien para el momento de producirse este acto, ostentaba el cargo de Analista adscrito a la Dirección Recurso Humano (folio 71, cuaderno, 2).

De otros documentos de relevancia en el presente proceso:

· A folios 168 - 236 se encuentran las Actas Nos. 001 a 006 de 2001, correspondientes a la Junta Directiva del ente demandado.

De conformidad con el anterior acervo probatorio, procede la Sala a abordar el fondo del asunto en el siguiente orden: i) De la supresión de cargos; y, ii) Del caso concreto.

i. De la supresión de cargos.

De conformidad con el inciso 1º del artículo 209 de la Constitución Política, la función administrativa debe ejercerse consultando el bien común y el interés general, es decir, persiguiendo los fines propios de un Estado Social de Derecho, en especial los consagrados en el artículo 2 de la misma Carta. Al respecto, reza la citada disposición:

“Artículo 209. La función administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones.”.

Ahora bien, uno de los mecanismos idóneos en pro de la consecución de una adecuada función administrativa es precisamente la consolidación de la carrera como sistema técnico de administración de personal, que guía no sólo el ingreso al servicio sino también su permanencia y retiro
; garantizándose, además, la estabilidad laboral, a  la luz de los artículos 25, 53 y concordantes de la Constitución Política; la mayor eficiencia y eficacia en la prestación de los servicios a cargo del Estado; y, la igualdad de oportunidades, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 13 y 40 numeral 7º ibídem.

El artículo 2º de la Ley 443 de 1998, por su parte, además de los principios rectores del artículo 209 de la Constitución Política, estableció que la carrera administrativa debe desarrollarse fundamentalmente con base en los principios de igualdad y del mérito, entendiendo por el segundo de ellos que “(...) el acceso a los cargos de carrera,  la permanencia en los mismos y el ascenso estarán determinados por la demostración permanente de las calidades académicas y la experiencia, el buen desempeño laboral y la observancia de buena conducta de los empleados que pertenezcan a la carrera y de los aspirantes a ingresar a ella.”.
Dentro de esta concepción, la supresión de empleos se debe comprender como una causa admisible de retiro del servicio de los empleados del sector público, que encuentra su sustento en la necesidad de adecuar las plantas de personal de las entidades públicas a los requerimientos del servicio. 

Así, cuando se retira a un empleado de la planta de cargos, como consecuencia de una supresión, se hace porque el empleo específico fue suprimido por un acto administrativo, lo que sucede cuando la cantidad de cargos desaparece o disminuye, o en la nueva planta de personal no subsisten cargos con funciones iguales o equivalentes a los cuales pueda incorporarse el funcionario. Así lo ha indicado la Sección Segunda de esta Corporación
:

“Por ello la planta de personal de una entidad puede estipular cargos de igual denominación que no obstante serán diferentes empleos cuando el manual específico les asigne funciones, requisitos y/o responsabilidades distintas; y la supresión del empleo no ocurrirá cuando subsistan en la planta de la entidad igual o superior número de cargos de la misma o distinta denominación, cuando las funciones asignadas, los requisitos y la responsabilidad inherente a dichas funciones sea idéntica. Por el contrario, si el número de cargos se reduce en las mismas condiciones, habrá ocurrido una real supresión de empleos.”.
La Administración, en síntesis, por motivos de interés general ligados a la eficacia y eficiencia de la función pública puede acudir a la supresión de cargos en una entidad, sin que puedan oponérsele los derechos de carrera de los funcionarios, ya que, éstos deberán ceder ante el interés general, como lo dijo la Corte Constitucional en la Sentencia C-370 de 27 de mayo de 1999, M.P. Doctor Carlos Gaviria Díaz:

“No hay duda de que la pertenencia a la carrera administrativa implica para los empleados escalafonados en ella la estabilidad en el empleo, sin embargo, esa sola circunstancia no obliga al Estado a mantener los cargos que éstos ocupan, por siempre y para siempre, pues pueden existir razones y situaciones que justifiquen la supresión de los mismos. La estabilidad, como tantas veces se ha dicho, “no significa que el empleado sea inamovible, como si la Administración estuviese atada de manera irreversible a sostenerlo en el puesto que ocupa aún en los casos de ineficiencia, inmoralidad, indisciplina o paquidermia en el ejercicio de las funciones que le corresponden, pues ello conduciría al desvertebramiento de la función pública y a la corrupción de la carrera administrativa. (...)”

El derecho a la estabilidad, “no impide que la Administración por razones de interés general ligadas a la propia eficacia y eficiencia de la función pública, pueda suprimir determinados cargos, por cuanto ello puede ser necesario para que el Estado cumpla sus cometidos. Por consiguiente, cuando existan motivos de interés general que justifiquen la supresión de cargos en una entidad pública, es legítimo que el Estado lo haga, sin que pueda oponérsele los derechos de carrera de los funcionarios ya que éstos deben ceder ante el interés general.”

Ahora bien, observa la Sala que las normas sobre carrera administrativa reconocen el derecho de los empleados inscritos en el sistema a ser incorporados en los cargos que se mantienen en la nueva planta, bajo determinadas condiciones, o a optar por una indemnización, conforme a lo dispuesto por los artículos 39 de la Ley 443 de 1998 y 137 del Decreto No. 1572 del mismo año. 

Estas opciones, así como el establecimiento normativo de un proceso detallado y riguroso a adelantarse previamente a la toma de decisión de la supresión de cargos en una entidad, han de entenderse como la garantía de los derechos del personal llamado a quedar cesante en procesos en los que el interés general prevalece. 

A su turno, el artículo 41 de la Ley 443 de 1998
, vigente a la fecha en que se efectuó el proceso de reestructuración en el Instituto Metropolitano de Valorización de Medellín, INVAL, reguló la reforma de la planta de personal. Específicamente dispuso: 
“ARTÍCULO 41. Reforma de plantas de personal. Con el fin de garantizar la preservación de los derechos de los empleados de carrera, las reformas de planta de personal de las entidades de la rama ejecutiva de los órdenes nacional y territorial, que impliquen supresión de empleos de carrera, deberán motivarse expresamente; fundarse en necesidades del servicio o en razones de modernización de la administración y basarse en estudios técnicos que así lo demuestren, elaborados por las respectivas entidades, la Escuela Superior de Administración Pública, firmas especializadas en la materia o profesionales en Administración Pública u otras profesiones idóneas, debidamente acreditadas, de acuerdo con la reglamentación que expida el Gobierno Nacional.

Toda modificación a las plantas de personal de las entidades del orden nacional incluidos sin excepción los establecimientos públicos, y las plantas de personal de empleos públicos que formen parte de las empresas industriales y comerciales del Estado, deberá ser aprobada por el Departamento Administrativo de la Función Pública. 

(...)” 

Por otra parte, el Decreto No. 1572 de 1998, reglamentario de la mencionada ley, en su artículo 148 reitera las exigencias contempladas en la norma transcrita, así:  

“ARTÍCULO 148. Las modificaciones a las plantas de personal de las entidades pertenecientes a la Rama Ejecutiva de los órdenes nacional y territorial deberán motivarse expresamente y fundarse en las necesidades del servicio o en razones que propendan por la modernización de la institución, las cuales estarán soportadas en estudios técnicos que así lo demuestren.”.

Ahora bien, el Decreto No. 2504 de 1998, que modificó algunos artículos de la anterior disposición, en el 7º y 9º  dispuso:  

“Artículo 7º. Modifícase el artículo 149 del Decreto 1572 del 5 de agosto de 1998, el cual quedará así:

Artículo 149. Se entiende que la modificación de una planta de personal está fundada en necesidades del servicio o en razones de modernización de la administración, cuando las conclusiones del estudio técnico de la misma deriven en la creación o supresión de empleos con ocasión, entre otros, de:

1. Fusión o supresión de entidades.

2. Cambios en la misión u objeto social o en las funciones generales de la entidad.

3. Traslado de funciones o competencias de un organismo a otro.

4. Supresión, fusión o creación de dependencias o modificación de sus funciones.

5. Mejoramiento o introducción de procesos, producción de bienes o prestación de servicios.

6. Redistribución de funciones y cargas de trabajo.

7. Introducción de cambios tecnológicos.

8. Culminación o cumplimiento de planes, programas o proyectos cuando los perfiles de los empleos involucrados para su ejecución no se ajusten al desarrollo de nuevos planes, programas o proyectos o a las funciones de la entidad.

9. Racionalización del gasto público.

10. Mejoramiento de los niveles de eficacia, eficiencia, economía y celeridad de las entidades públicas.

PARÁGRAFO. Las modificaciones de las plantas a las cuales se refiere este artículo deben realizarse dentro de claros criterios de razonabilidad, proporcionalidad y prevalencia del interés general".

(…)

Artículo  9º.- Modificase el artículo 154 del Decreto 1572 del 5 de agosto de 1998, el cual quedará así:

Artículo 154º.- Los estudios que soportan las modificaciones de las plantas de personal deberán estar basados en metodologías de diseño organizacional y ocupacional que contemplen, dependiendo de la causa que origine la propuesta, alguno o varios de los siguientes aspectos:

1. Análisis de los procesos técnico-misionales y de apoyo. 

2. Evaluación de la prestación de los servicios. 

3. Evaluación de las funciones asignadas, perfiles y las cargas de trabajo de los empleados.". 

De los artículos transcritos se deduce que para la modificación de cualquier planta de personal se debe contar con los estudios técnicos que la justifiquen, pero además de su confección, dichos estudios tienen que estar basados en metodologías de diseño organizacional y ocupacional que contemplen uno o varios de los aspectos consagrados  en el artículo 154 del Decreto No. 1572 de 1998. 

ii. Del caso en concreto.

Alega la parte recurrente, tres cargos en particular, el primero, que el estudio técnico no se ajusta a la Ley 443 de 1998, el segundo, la falsa motivación que existe en los actos cuestionados, ya que los motivos para desvincular y suprimir los cargos de los demandantes no corresponden a la realidad, y por último,  la indebida aplicación de la Ley 617 de 2000, por cuanto esta disposición no facultó o exige al nominador para despedir o desvincular sin justa causa a todos los empleados de la entidad.

De cara al anterior planteamiento, se hace necesario arribar uno a uno los cuestionamientos realizados por la parte actora, en el mismo orden.

a. Estudio Técnico

Al respecto la Sala deberá afirmar que la supresión de empleos de carrera administrativa exige como requisito previo, la elaboración de un estudio técnico como sustento de la reestructuración administrativa y como consecuencia de ello, la modificación de las plantas de personal.

En ese orden de ideas es necesario examinar el estudio técnico que realizó el ente demandado dentro del proceso de restructuración, en aras a comprobar si en realidad cumple con la normatividad relacionada en el acápite anterior, concretamente, la Ley 443 de 1998.

Dentro de la justificación jurídica, administrativa y económica se encontró que “La incidencia mayor en las pérdidas arrojadas se refleja en los altos Gastos de Personal”
 e indicó además, los valores por concepto de pasivo prestacional y nómina mensual promedio; medición de la gestión administrativa 2000, programa de gobierno 2001-2003; misión y visión de la entidad; principios y valores corporativos, objetivos tanto de la entidad como del estudio, metodología del mismo, el cual contempla los siguientes pasos:

“- Identificación de la fuente legal de facultades para adelantar la reforma y sus alcances, estudio de las normas vigentes y nivelación permanente de conceptos.

- Conformación del Comité de Reestructuración del Instituto, mediante Resolución GG 33222 de julio 10 de 2001, de la Gaceta General.

- Formulación del siguiente plan de trabajo, donde se establecen los principios de orientación de la reforma, la metodología, los objetivos a lograr, el cronograma de actividades y los indicadores para la evaluación de la reforma y el impacto que presente.” (Folio 47, cuaderno 3)

De igual modo, desarrolló los siguientes aspectos: i) Diagnóstico organizacional; ii) identificación de productos y servicios; iii) identificación de los procesos misionales y de apoyo; iv) análisis de la estructura administrativa, en este punto realizó  una relación de las dependencias y su función primordial; planta actual y su costo; v) recursos técnicos en software, hardware y en microcomputadores, así como los recursos financieros y físicos; cultura organizacional; vi) la metodología  utilizada para el diagnóstico; vii) responsables del proyecto (comité de reestructuración conformado mediante Resolución GG 33222 de 10 de julio de 2001); viii) evaluación de la prestación de los servicios; ix) evaluación de productos y atributos; y, x) conclusiones. Al respecto es pertinente citar las más relevantes:

“De acuerdo con todo el análisis realizado en el estudio técnico, específicamente los apartes de las conclusiones, con la situación económica del Instituto y la disponibilidad presupuestal con que cuenta, se recomienda suprimir todas la dependencias del INVAL, con excepción de la Gerencia General y la Secretaría General y crear una planta Global de empleos conformada con el personal más antiguo en el Instituto, ya que con su experiencia laboral se permitirá a la Entidad rediseñar el sistema de Valorización, prestar servicios de Interventoría, asesoría y asistencia técnica a las entidades territoriales y entes descentralizados mediante la celebración de contratos o convenios interadministrativos, al igual que finalizar los programas y actividades que se encuentran pendientes a la fecha y que corresponden a los Proyectos anteriores. Esta reducción en la planta de cargos permitirá aliviar la situación financiera y los pagos inmediatos de los sueldos y salarios ordenados mediante fallo de Tutela, al igual que la disminución drástica de los gastos de funcionamiento.

La planta de empleos se conformará con el personal requerido para que los procesos misionales y de apoyo tengan el soporte adecuado para su realización. Teniendo en cuenta las necesidades del INVAL y su situación económica, el Comité Técnico debe definir los criterios de selección del personal y los cargos que saldrían y se suprimirán respectivamente en la Entidad” (folio 258, cuaderno 3).

En relación con la necesidad de adoptar medidas urgentes, para aliviar la situación económica del Instituto Metropolitano de Valorización de Medellín, INVAL, el Departamento Administrativo de la Función Pública dentro del concepto rendido en relación con el estudio técnico para su reestructuración expuso lo siguiente:

“Lo anteriormente expuesto, nos conduce a cuestionarnos sobre los beneficios de mantener funcionando una entidad en las condiciones en que se encuentra hoy el Instituto, con un alto costo tanto para el municipio como para la ciudadanía. Dado que pese a ser reestructurada, deberá en alguna medida depender del presupuesto central del Municipio de Medellín para realizar proyectos de inversión.

· No se encuentra en los análisis de la entidad una propuesta coherente, que permita establecer la posibilidad real de sacar al Instituto de la penosa situación que se encuentra.

· El mismo documento, plantea como una amenaza para el Instituto, la posibilidad de que éste desaparezca y que el municipio a través de una dependencia asuma la función.

En concepto de este Departamento Administrativo una vez analizados los documentos enviados por el INVAL los cuales se basan en el informe de la Contraloría de Medellín, debería analizarse con mayor profundidad esta última propuesta, dado que a grandes rasgos podría pensarse que es más beneficiosa no solo para el municipio de Medellín, sino para la misma ciudadanía, en la medida en que se estarían ahorrando gran cantidad de gastos de funcionamiento que asumiría directamente la Alcaldía dentro de su propia estructura, es decir que el INVAL debería suprimirse y la función la asumiría el municipio de Medellín” (folios 176 y 177, cuaderno 3).  

Nótese cómo el Instituto Metropolitano de Valorización de Medellín INVAL, presentaba una situación de urgencia económica dado el ineficiente desempeño de su área misional, esto es, en el desarrollo de proyectos de interés público financiado total o parcialmente por el Sistema de la Contribución de Valorización.

Tal situación fue el fundamento para recomendar la supresión de la planta de personal, con excepción de la Gerencia General y la Secretaría General, y la creación de una nueva planta a la que sería incorporado el personal más antiguo.

Es más, en un caso similar, esta Subsección
 arribó a las siguientes conclusiones:

“También contiene un diagnóstico organizacional, una identificación de productos y servicios, de procesos misionales y de apoyo, análisis de la estructura administrativa en el que hace una relación de las dependencias, sus funciones, planta actual y costo, recursos técnicos, financieros, físicos.

Estudio que permitió concluir que era necesario suprimir todas las dependencias del Instituto con excepción de la gerencia general y la secretaria general y conformar una planta global de empleos con el personal más antiguo del Instituto dado que su experiencia laboral permitiría rediseñar el sistema de valorización, prestar servicios de interventoría, asesoría y asistencia técnica a las entidades territoriales y entes descentralizados mediante la celebración de contratos o convenios interadministrativos al igual que finalizar los programas y actividades que se encuentren pendientes. 

La reducción de esta planta está justificada en el alivio de la situación financiera de la entidad y los pagos inmediatos de salarios y sueldos ordenados mediante fallos de tutela, al igual que en la disminución de los gastos de funcionamiento. 

La difícil situación presupuestal del Instituto, se encuentra también corroborada por el concepto que de los estudios técnicos emitió el Departamento Administrativo de la Función Pública y en el cual concluyó que no era benéfico mantener el funcionamiento de la entidad en las condiciones en que se encontraba, señalando que debía analizarse la posibilidad de supresión del instituto y de que las funciones que venía desarrollando las asumiera directamente el municipio de Medellín”
En síntesis, la Sala considera que el estudio técnico se ajustó a lo dispuesto por la Ley 443 de 1998 y sus decretos reglamentarios especialmente por el Decreto 1572 de 1998, pues se trata de un documento elaborado por un equipo interdisciplinario que trató los aspectos establecidos en el artículo 154 de dicha norma, estos son, el análisis de los procesos técnico misionales, la evaluación de la carga de trabajo y la evaluación de los servicios, del cual se concluyó, la necesidad de modificación de la planta de personal de la entidad dada su difícil situación económica que atravesaba.

b. Falsa motivación.

Para sustentar este cargo, manifestó la parte recurrente, que los motivos para desvincular y suprimir los cargos de los demandantes no corresponden a la realidad, puesto que la Ley en ningún momento estipuló ó le impuso al nominador la obligación de despedir funcionarios.

Sea la oportunidad para señalar, que cuando se refiere a los motivos, la administración no puede actuar caprichosamente, sino que debe hacerlo tomando en consideración las circunstancias de hecho o de derecho que en cada caso lo lleven a tomar una decisión, ya que son estas circunstancias, las que constituyen su causa o mejor, el motivo de dicho Acto Administrativo. Si se alega la causal de falsa motivación, el demandante debe demostrar en el proceso que los motivos aducidos en el acto impugnado no existieron o que sencillamente son inexactos. 

Bajo estos supuestos, se encuentra, que la supresión de un cargo se puede producir por fusión o liquidación de la entidad pública respectiva, por reestructuración de la misma, por modificación de la planta de personal, por reclasificación de los empleos, por políticas de modernización del Estado con el fin de hacer más eficaz la prestación del servicio público, controlar el gasto público, abolir la burocracia administrativa, etc. Objetivos que deben dirigirse exclusivamente a lograr la optimización en términos de calidad, idoneidad y eficiencia del servicio público, basarse en criterios de razonabilidad, proporcionalidad y prevalencia del interés general, sin dejar de lado la protección de los derechos de los trabajadores.

En este orden de ideas, la supresión de empleos no ocurre de cualquier modo, pues para ello se establecieron algunos requisitos de orden sustancial como la elaboración del estudio técnico y el otorgamiento del derecho de opción, pues con éste se resarce de alguna forma el perjuicio que está  soportando el empleado inscrito en carrera administrativa en pro del interés general. 

En el presente caso, no se evidencia que se estructure esta causal, puesto que la decisión de retirar del servicio a los demandantes no estuvo fundamentada en una situación fáctica ó jurídica que estuviese ajena a la realidad de ese momento, todo lo contrario, no sólo se basó en la normatividad vigente en ese entonces,  esto es, la Ley 443 de 1998 y sus Decretos Reglamentarios 1572 y 2504, sino también, en la delicada situación financiera y fiscal que la entidad estaba atravesando.

En ese sentido, coincide la Resolución No. 33232 de 23 de julio de 2001, tanto en el estudio técnico que se realizó al interior de la entidad para la “REFORMA ORGANIZACIONALES DEL INSTITUTO METROPOLITANO DE VALORIZACIÓN INVAL”, como en el informe de Función Pública, anteriormente mencionado, y de la Contraloría General de Medellín, la cual indicó que
:

“Dada la particularidad de la Entidad, según la cual, el estado de Resultados corresponde netamente al Fondo INVAL, se concluye que la Actividad Financiera, económica y Social que la Gestión del Instituto en el cumplimiento de su Misión no es satisfactoria tanto en términos operacionales (objeto socia puro), como en el resultado del ejercicio.

Definitivamente el NEGOCIO de realizar obras por el sistema de contribución por valorización, operacionalmente no es bueno o no es SOSTENIBLE por las altas pérdidas a través de los últimos años, lo que claramente es consecuencia hacia el Municipio de Medellín y la sociedad en General, dado que es la organización en sí, como ente descentralizado, la que presenta debilidades estratégicas, corporativas, gerenciales y de innovación estructural por no cambiar el panorama a un nuevo escenario según sus resultados”

Visto lo anterior, se puede concluir que no se puede invocar la existencia de falsa motivación cuando la parte demandante, no aportó las pruebas necesarias que lleven al juzgador, a un pleno convencimiento de la ocurrencia de estas causales de anulación descritas por el artículo 84 del C.C.A. Es decir, no es suficiente mencionar el cargo, sino también, presentar las evidencias necesarias que tiendan a fundarlo.

c. Indebida aplicación de la Ley 617 de 2000, 

Al respecto, afirma la parte recurrente, que esta disposición no facultó al nominador para despedir o desvincular sin justa causa a todos los empleados de la entidad.

Sobre el particular, se encuentra en la exposición de motivos del proyecto de la Ley 617 de 2000, que lo que se busca es garantizar la viabilidad macroeconómica de la Nación y sortear la grave crisis fiscal por la cual atravesaban las entidades territoriales, causada en buena medida por el crecimiento incontrolado e irresponsable de sus gastos de funcionamiento, problemática que, por sus efectos, desborda la esfera propia de los intereses exclusivos de las entidades territoriales. Tan es así que agregó
:
“La estabilidad financiera de cualquier entidad pública depende de que con sus ingresos corrientes, es decir aquellos ingresos que se perciben en forma constante y permanente en el tiempo y que por lo tanto son la única fuente de recursos cierta, se paguen los gastos de funcionamiento, que son aquellos que se generan de forma permanente tales como salarios y prestaciones sociales.”

(…)

Pagar gastos de funcionamiento con recursos no recurrentes, como el producto de un crédito, la venta de un activo, de una regalía o de una donación, implica generar un gasto futuro que no cuenta con recursos para su pago. En el pasado reciente esto ocurrió para financiar los gastos permanentes de los departamentos, distritos y municipios. Estas entidades recurrieron al crédito para cubrir estos gastos y poco a poco tapar un hueco con otro, condujo a la cesación de pagos de uno o más de los siguientes rubros: servicio de la deuda pública, pago del pasivo pensional o pago de los gastos ordinarios de la administración.

(…)

Es entonces evidente que el proceso de descentralización en Colombia requiere ajustes importantes para profundizar en él y para lograr su sostenibilidad en el mediano y largo plazo. En el plano financiero es vital sanear las finanzas territoriales. Sin unas finanzas sólidas, soportadas en la autofinanciación de los gastos de funcionamiento, la autonomía de las entidades territoriales quedará reducida a un mero formalismo y la sostenibilidad del proceso de descentralización no será garantizada.

(…)

En general., el marco legal existente tiende a separar las decisiones de gasto de las decisiones de ingresos, propiciando que los gastos de funcionamiento crezcan muy por encima de los ingresos corrientes de libre destinación, al punto de generar situaciones deficitarias como las mencionadas anteriormente, que limitan notablemente la capacidad de los gobiernos locales para cubrir los gastos inaplazables, tales como las mesadas de sus pensionados y los intereses de la deuda.

La situación antes descrita representa un grave riesgo para la estabilidad de las finanzas públicas nacionales, al crear presiones deficitarias a través de un mayor gasto público, que es necesario controlar para evitar una hecatombe mayor de las finanzas territoriales.
En ese orden de ideas, lo que pretende la citada disposición, contrario a lo que afirma el recurrente, era mejorar la eficiencia del gasto público para así evitar que la descentralización se convierta en una fuente de desestabilización fiscal y macroeconómica. Por lo tanto, es lógico que dentro de ese “saneamiento” se produzcan, como ocurrió en el presente caso, supresiones de cargos, de manera  que la entidad sea viable tanto jurídica, administrativa como económicamente,  prevaleciendo así el interés general sobre el particular.

Sobre esta indebida aplicación, esta Subsección
 ya se ha pronunciado en el siguiente sentido:

“En punto a este cargo es claro para la Sala que si bien el proceso de reestructuración de la entidad estuvo basado en razones de índole presupuestal, ésta no fue su única causa puesto que igualmente se evidencia de los diferentes documentos que integraron el proceso de supresión, que se presentaban también inconvenientes en el cumplimiento de su objeto y una excesiva burocracia en su estructura que tampoco se ajustaba a las exigencias de la administración pública moderna.

De esta manera queda demostrado que la supresión de dependencias y cargos en el Instituto Metropolitano de Valorización de Medellín, obedeció a necesidades del servicio y a razones de índole presupuestal y que adicionalmente se contó con el estudio de cargas y costos que condujeron a la necesidad de adecuar la estructura a las nuevos diseños organizacionales por lo que se decidió suprimir cargos para lo cual también se contó con la disponibilidad presupuestal necesaria para asumir el pago de las indemnizaciones y prestaciones que legalmente debían reconocerse a los servidores”.  

Como puede observarse, la supresión de los empleos, entre ellos, los ocupados por los demandantes, se realizó para aliviar la situación financiera del Instituto Metropolitano de Valorización de Medellín INVAL, pues de acuerdo con las conclusiones que arrojó el estudio técnico, existía un deterioro progresivo en los indicadores de rentabilidad como consecuencia de la falta de proyectos nuevos ejecutados por el sistema de valorización.

Así las cosas y como quiera que los actores no demostraron en forma contundente qué fines contrarios a la moral administrativa fueron la causa o el motivo oculto de la supresión de sus cargos, y, no existe algún soporte fáctico, que le indique a la Sala que la administración promovió un proceso de reestructuración para disponer de manera ilegal de su cargo; por consiguiente, la Sala confirmará la sentencia que negó las pretensiones de la demanda.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

FALLA

CONFÍRMASE la sentencia del 17 de mayo de 2011, por la cual el Tribunal Administrativo de Antioquia, negó las súplicas de la demanda formulada por Carlos Mario Henao Ruiz y Luis Alberto González Álvarez en contra del Instituto Metropolitano de Valorización de Medellín, INVAL, conforme a lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

Cópiese, notifíquese y devuélvase el expediente al Tribunal de origen. Cúmplase.

La anterior providencia fue discutida y aprobada por la Sala en la presente sesión.

BERTHA LUCÍA RAMÍREZ DE PÁEZ            GERARDO ARENAS MONSALVE

VÍCTOR HERNANDO ALVARADO ARDILA
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